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El plan de la Generalitat para impul-
sar el catalán en la universidad, cuya 
actualización avanzó ayer este diario, 
«discrimina a los profesores universi-
tarios que imparten las clases en cas-
tellano», frenará la entrada de alum-
nado y talento extranjero y «atenta con-
tra el derecho reconocido de los 
profesores a impartir las clases en la 
lengua que desean». Políticos, docen-
tes y asociaciones en defensa de la neu-
tralidad ideológica en los campus con-
sultados por ABC han reaccionado a 
la ‘Guía para la elaboración de planes 
para el incremento de la docencia en 
catalán en las universidades de Cata-
luña. Período 2023-2025’, impulsada 
por la Generalitat y que prevé, entre 
otras medidas, facilitar la «movilidad», 
el «acceso a años sabáticos» y la «pro-
moción a una categoría superior» a 
aquellos docentes que usan la lengua 
autonómica en sus clases.  

El documento, que orientará a las 
universidades sobre cómo aumentar 
la presencia de la lengua autonómica 
en estos espacios, prevé para el curso 
2025-2026 el objetivo de que el 80 por 
ciento de las clases de grado se impar-
tan en catalán, objetivo que la plata-
forma Universitaris per la Convivèn-
cia ve «muy lejos de la realidad» y con-
sidera «injusto» y «desmesurado». 
Portavoces de la entidad denuncian 
que el plan es «incluso ilegal» «porque 
choca contra el derecho de los profe-
sores a impartir la docencia en la len-
gua que desean». 

«Inventar un problema» 
Portavoces de la plataforma apuntan 
su «sorpresa por la intención del Go-
vern de inventar un problema donde 
no lo hay», ya que «las quejas por mo-
tivos lingüísticos son escasas y la in-
mensa mayoría de los alumnos domi-
nan las dos lenguas sin problema, del 
mismo modo que tradicionalmente el 
profesorado de la universidad catala-
na se ha expresado, de acuerdo con el 
derecho que le asiste, libremente o en 
catalán o en castellano, o en su caso en 
inglés». 

 «Nos parece desmesurado e impo-
sible alcanzar el objetivo fijado por el 
Govern de que el 80 por ciento de las 
horas impartidas en la universidad 
sean en catalán. Es injusto y choca con 
el derecho que asiste a todo el profeso-
rado a impartir las clases en la lengua 
que elija», apuntan. A su juicio, que se 
valore como un mérito docente hacer 

las clases en catalán y que «en parti-
cular se favorezca la promoción y la 
concesión de años sabáticos a los que 
lo usan nos parece cuanto menos in-
conveniente, si no incluso ilegal, por 
menoscabar el derecho de todos los 
profesores de impartir la docencia en 
la lengua de su elección». 

El profesor de Economía de la Uni-
versidad de Barcelona (UB), Álvaro 
Choi, considera que «el contenido de 
la guía es inviable y poco inteligente». 
«Inviable, –añade Choi– porque desco-
noce la realidad de la universidad ca-
talana. Y poco inteligente porque in-
siste en la vía de la imposición, que hace 
antipático el uso de la lengua impues-
ta». A su entender, el objetivo del plan 
«es la expulsión del castellano, lograr 
una universidad sólo en catalán y, mar-
ginalmente, en inglés».  

En el ámbito político, el plan tam-
bién ha sido criticado. Manuel Acosta, 
diputado del grupo parlamentario de 
Vox en Cataluña advierte a la Genera-
litat del riesgo de perder con ellas alum-
nado extranjero, «una de sus tablas de 

salvación». El diputado recuerda que 
«Cataluña es la segunda región de Es-
paña con más alumnos extranjeros de 
grado, de máster y doctorado». «El Go-
vern podría aprovechar esta coyuntu-
ra para asegurar el sostenimiento de 
la universidad pública» pero, según de-
nuncia, «en lugar de ello impulsa el 
plan para el catalán». «Por culpa de la 
ceguera ideológica del Govern y de su 
sectaria política lingüística, será im-
posible acometer una auténtica inter-
nacionalización», dice.  

«Una forma de penalizar» 
Anna Grau, portavoz de CS en el Par-
lament, considera que las medidas im-
pulsadas por el Govern discriminan a 
los docentes que no usan el catalán. 
Denuncia, asimismo, la inacción de la 
Alta Inspección Educativa y la Defen-
sora del Pueblo en Cataluña ante esta 
situación. «Estamos ante un nuevo caso 
de discriminación, abuso, y división 
entre docentes buenos y malos, adic-
tos al régimen o desafectos; todo eso,  
con la ley en la mano», dice Grau. 

Respecto a que impartir docencia 
en catalán sea un requisito para pro-
mocionarse, la portavoz de CS cree que 
«es una forma de penalizar a los que 
no lo hagan y de forzar a los docentes 
a doblegarse a los intereses de la célu-
la activista pancatalanista que está ins-
talada en la Generalitat». 

«Es ilegal que el profesor no 
pueda elegir la lengua que usará»
∑ Políticos y docentes 

cargan contra el plan 
para catalanizar  
la universidad 

en España «no existe un problema con 
la vestimenta en términos religiosos en 
los entornos escolares». Es el caso de 
Fernando Vidal, sociólogo y profesor en 
la Universidad de Comillas, que entien-
de que «la cultura española es muy aco-
gedora, como lo demuestra la capaci-
dad de asumir a seis millones de inmi-
grantes en lo que llevamos de siglo XXI».  

En ese ambiente de tolerancia, Vidal 
sostiene que no habría mucho proble-
ma si se implantara el uniforme obliga-
torio, y que incluso podría convivir con 
algún elemento religioso como el ‘hijab’. 
Desde el punto de vista de reducir de-
sigualdades, Vidal considera que pue-
de ser un elemento para la integración. 
Y cuenta el caso de unos niños de La Ca-
ñada que fueron escolarizados en un 
centro con uniforme. «Se sentían orgu-
llosos por vestir igual que sus compa-
ñeros. Es un elemento que iguala con 
los demás y que propicia la integración 
en el propio centro», destaca. 

También desde Cáritas han analiza-
do el impacto del uniforme en la igual-
dad de oportunidades, aunque «sin qui-
tarle valor, nos parecen más decisivos 
otros elementos», explica a ABC, Raúl 
Flores, coordinador de estudios de Cá-
ritas y Foessa. «Los estudios, que hace-
mos desde 2011,  nos dicen que las opor-
tunidades en el sistema educativo es-
tán condicionadas por el nivel 
socioeconómico de la familia y por los 
estudios de los progenitores», concre-
ta Flores. Por eso,  antes de la incorpo-
ración o no del uniforme, considera fun-
damental «dotar a los centros  de recur-
sos para generar itinerarios específicos 
para cada alumno y un apoyo económi-
co a las familias en la etapa de crianza».

La decisión del uso o no del 
uniforme en el colegio depende 
de la autonomía organizativa de 
cada centro educativo, tanto si es 
público o privado. De esta forma, 
el uso de uniforme escolar tiene 
que estar respaldado por la 
mayoría de la comunidad 
educativa y aprobado por el 
Consejo Escolar de cada colegio.  

Un principio que han respeta-
do las distintas comunidades 
autónomas que en un algún 
momento han alentado proyec-
tos piloto para la implantación 
en centros públicos, como 
Madrid, Galicia y Valencia. 
También el Defensor del Pueblo, 
en una consulta sobre los precios 
del uniforme, reconocía en 2015 a 
los centros educativos la «auto-
nomía para elaborar sus normas 
de organización y funcionamien-
to, incluyendo la exigencia o no 
de uniformes obligatorios», 
aunque consideraba que no 
debía «ser omnímoda», y debía  
«estar presidida por un principio 
de proporcionalidad y sujetarse 
a los límites que fijan el marco 
legal y constitucional».

La decisión en 
España, en manos de 
cada centro escolar
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Universitaris per la 
Convivència: «Llegar al 80% 
de clases en catalán en dos 
años es desmesurado y está 
muy lejos de la realidad» 
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